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LUCHA POR LA TIERRA Y ESTRATEGIAS 

DE TRABAJO ENTRE LOS "QUINTEROS" 

DEL PARQUE PEREYRA IRAOLA

Eugenia Morey*

I nt roducción

En este  trabajo analizarem os el surgim iento de nuevas form as de organ i­

zar el trabajo  en tre  los ho rticu lto res fam iliares que h ab itan  en el Parque Pe- 

reyra Iraola (PPI), provincia de Buenos Aires, a p a rtir  de la  necesidad de ela­

borar estra teg ias de lucha política fren te  a los in ten to s  de desalojo por p ar­

te  del Estado provincial.

En prim er lugar, describirem os algunas características dem ográficas y  pro­

ductivas de los productores estudiados, haciendo especial referencia a la  t e ­

nencia de la tie rra , y  las condiciones de d ispu ta  por su usufructo . Seguida­

m ente, considerarem os el proceso de lucha y organización social de los qu in ­

teros an te  la posib ilidad de ser desalojados por parte  del Estado. Centrarem os 

la  a ten ció n  en  las transform aciones ocurridas hacia el in te rio r del grupo ta n ­

to  en  la  participación , como en  la  elaboración de nuevas estra teg ias econó­

m icas, analizando cómo estos actores sociales se p resen tan  en el marco de las 

nuevas políticas sociales desplegadas por el Estado.

Los quinteros en e l Parque Pereyra I raola

La población estudiada, se asienta en el PPI, ubicado en la provincia de Bue­

nos Aires, a 20 km de la  Ciudad de La Plata y  a 35 km de la Ciudad de Buenos 

Aires (República Argentina). Éstas 10.200 hectáreas de propiedad del Estado pro­

vincial, se distribuyen, en la actualidad, entre distintos organismos privados y 

públicos. Podemos identificar usos diversos: producción hortícola, paseo público, 

reserva ecológica, escuela de policía de la provincia de Buenos Aires, explotación 

forestal privada, gasoductos, acueductos, escuelas de enseñanza básica y media, 

asentam iento y vías de comunicación de im portancia, que fueron subdividiendo 

la superficie to tal. En este trabajo nos centraremos en la población, que vive en 

los 189 lo tes de 5 a 10 has. cada uno, dedicados a la  producción hortícola.

CI EA- I I H ES- UBA.
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Estas tie rra s  fueron p a rte  de un  proceso de red istribución  realizado h a ­

cia 1950, cuando el gobierno expropió a la fam ilia Pereyra Iraola e hizo un  

llam ado ab ierto  a fam ilias de p roductores para  trab a ja r en  u n  10% de la  su ­

perficie, m an ten ien do  el resto  de la  m ism a para uso público y resguardo am ­

b ien ta l, a n te  el fu e rte  crecim iento de los cen tros u rbanos m ayores (Buenos 

Aires y  La P la ta ) .1 Los prim eros pobladores vivían en Buenos Aires o en  el 

in te rio r del país y  en  su  m ayoría eran  m ig ran tes europeos. Se a sen ta ro n  en  

las d is tin ta s  parcelas asignadas por co n tra to , por las cuales pagarían  u n  ca­

n on  an u a l y  podrían  renovar la  ten en c ia  cada 5 años. Las q u in tas es tab an  

d istribu idas en  form a d iscon tin ua  en la  to ta lid ad  del Parque, conform ando 

12 sectores h e tero gén eos por calidad del suelo y por condiciones para su de­

sarrollo . Hacia 1970, como en  el resto  del cordón hortíco la , hubo u n a  fu er­

te  m igración bo liv ian a ,1 2 pero en  el PPI ex istía  u n  coy un tu ra  especial. En e s­

te  periodo el Estado hab ía  redefinido los objetivos para sus tie rras en el Par­

que prio rizando usos propios -perm iso  de uso a favor del M inisterio de De­

fensa y  organism os de seguridad- restring iend o  el uso público o productivo . 

Así se in ic ia  u n a  fu erte  in estab ilidad  en  la ten en c ia  y  u tilización  de las t ie ­

rras agrícolas que tra ía  consigo u n a  h e tero gen eidad  de productores: q u in te ­

ros asen tado s, m edieros y  ocu pan tes con u n a  m ultip lic idad de activ idades 

económ icas desplegadas para subsistir. Si b ien  la  activ idad económ ica cen ­

tra l era la  h o rticu ltu ra , la  com ercialización y las actividades no agrícolas, 

dadas las cercanías con los cen tros u rbanos más im p o rtan tes  del país, ta m ­

b ién  p o sib ilita ro n  o tras form as de garan tizar la  reproducción de la pobla­

ción. La com petencia  te rr ito ria l con el propio  Estado por el uso de las t ie ­

rras hizo que las relaciones no estu v ieran  exen tas de ten sion es. Asimismo, 

en tre  los d is tin to s  pobladores de las tie rras  en  "arriendo" -qu in teros, m edie- 

ros y  ocu pan tes-, si b ien  la  vecindad im plicaba u n a  base de confianza y coo­

peración, tam b ién  llevó a conflictos po tenciales por la  com petencia  en  el 

uso de la  tie rra .

Actualm ente, la  población que h ab ita  las tierras hortícolas del PPI com­

prende 300 familias que trabajan  189 lotes. Entre ellas 20% llegaron al lugar 

hacia 1950, 50% hacia 1970 y 30% en los últim os 5 años. El porcentaje de fa­

milias de origen boliviano es 40%, que en su m ayoría ha comprado mejoras o 

ha com enzado con m ediería en el lugar. A partir de un  relevam iento producti­

vo y de origen de la población realizado en 2000,3 nos encontram os con u n a  

distribución de titu lares por lo te donde hay: 58 lo tes que se m antienen con el

1 De cre to de ex propia ción  1 4 6 5 / 4 9

2 Be ne ncia , R. "Área  H or t ícola  Bonaerense. Cam bios en la producción  y su in cid e n cia  en los se c­

t ore s sod a le s". Ed. La Colm ena , Bs As.1 9 9 7  y Fe it o , C. "Form as de o r g a n iz a d ó n  de l t ra ba j o  

en las qu in t a s" en  Be n e n d a , R. coord . "Área  H ort ícola  Bona erense" Ed. La Colm ena , 

Bs.As.1 9 9 7 .

3 I n form e de pasant ía  20 0 0  U N LP- UBA. El t o t a l de lot es va n a  a l haber a lgunos ocupados por or ­

ganism os o f id a le s y ot ros im produ ct ivos.
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mismo titu lar, 64 donde viven sólo medieros y  52 pertenecien tes a quienes 

nunca accedieron a contratos y  se reconocen como ocupantes. En este sentido, 

es que inferim os que 116 quintas fluctúan en tre  la m ediería y la ocupación. Por 

lo general, los medieros que llegan a quedar en  un a  qu in ta  como ocupantes tie ­

nen un a  an tigüedad m ínim a de dos años de trabajo allí. Asimismo, debemos 

llam ar la a tención en  to m o a pensar la  m ediería como un  camino hacia la  t i ­

tu laridad , ya que tam bién existen los casos inversos que com enzaron siendo t i ­

tu lares y  hoy realizan trabajos de m ediería en qu in tas vecinas. De esta  m ane­

ra, la  titu laridad  de la qu in ta  no im püca u n a  dirección indiscutida de la  pro­

ducción de hortalizas sino que depende de cómo se constituyó esta  relación.

Hacia 1992 la titu la rid ad  en  las qu in tas es cuestion ada  ab iertam ente  por 

parte  del Estado, in iciando pedidos de desalojo o recom endando no renovar 

con tratos. En la m ism a línea, ab ierta  por los gobiernos m ilitares, se priorizan 

otros usos en  las tierras. Estas m edidas se profundizaron en  1998 cuando se 

desaloja a dos fam ilias y  se ex tien den  los ju ic ios de desalojo a todos los qu in ­

teros que te n ía n  con tratos de ten en c ia  al tiem po que no se perm iten  nuevos 

con tratos para agricu ltu ra  en  las parcelas desocupadas. Es decir, la población 

del PPI es le ída desde el Estado como u n a  to ta lid ad  hom ogénea donde todos 

son reconocidos como ocupantes. Coincidimos con Balazote y Radovich4 

cuando sostienen  que "la población, así presentada, es una  " da­

do que despojada de sus condiciones sociales de existencia resulta s im plem en­

te la " representación caótica del todo". N uestra in ten c ión  es alejarnos de la

"represen tación  caó tica del todo", en  palabras de Marx, para re to rnar sobre 

las reales condiciones sociales de ex istencia y  sus relaciones diversas.

Las fam ilias de qu in teros, ocupan tes y  m edieros configuran u n  escenario  

heterogéneo  económ icam ente. Las actividades productivas son: la h o rtic u ltu ­

ra, granja y  ap icu ltu ra . Pueden ser caracterizados como productores fam ilia­

res, con u n a  organización dom éstica de producción, siguiendo la  defin ición 

de A rchetti y  Sto len de grupo dom éstico como aquel " en el parentes­

co que regula el conjunto  de derechos y  obligaciones sobre la propiedad y  co­

mo un sistem a de relaciones sociales que, basado en el principio de residencia 

com ún, regula y  garantiza el proceso pr" 5 Encontram os sin  

u n a  lim itación en  to rno  a la  capacidad de estos productores para regular so­

bre la  propiedad, cuando es el Estado el que establece estos parám etros. De 

todas m aneras, haciendo u n  recorrido por la  h isto ria  de las qu in tas que h an  

m anten ido  la  producción desde com ienzos del PPI, podem os dar cuen ta  de 

e sta  lógica dado que hay  u n a  ten den cia  a prolongar la  producción en tre  los 

m iem bros de la  un idad  dom éstica (hijos o n ie to s de los prim eros titu la res , fa­

m ilias asociadas, que residen y  producen en  la  m ism a qu in ta).

4  Ba lazot e , A. y  Radovich, J.C. "M ult icu lt ura lida d y  econ om ía : El caso de l in t e r f lu v io  Teuco-Ber-  

m ej ito". En Runa, 2 0 0 1 .

5 Arch e t t i, E. y  St ole n , K. A. "Ex plot a ción  fa m ilia r  y  acum u la ción  de ca p it a l en e l cam po a rgen­

t in o "  Ed. Sig lo XXI . Buenos Aires, 1 9 7 5 , pp 5 0 .
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No o b stan te , a ju stam os a e s ta  defin ición no nos perm ite  dar cu en ta  de 

las diferencias ex is ten tes  en tre  las qu in tas, así que consideram os que si b ien  

pueden haber partido  desde u n a  m ism a condición, no todas llevaron el m is­

mo recorrido, y  de hecho el PPI no m uestra  u n a  estru c tu ra  hom ogénea. Aho­

ra b ien , los procesos de diferenciación ocurridos pueden  ser considerados des­

de dos aspectos. Por un  lado, aquellas m icrodeterm inaciones de las un idades 

dom ésticas en  to rno  a la  relación en tre  los trabajadores y  los consum idores 

que las in teg ran , es decir su com posición. Y, por o tro lado, aquellos condi­

cionan tes político económ icos, que exceden las relaciones in tradom ésticas e 

in terdom ésticas, y  relacionan e sta  form a de organizar la  producción en  el 

m arco del s istem a económ ico más general, o torgándole c iertas ven tajas res­

pecto de o tras form as en  ta n to  garan tía  de reproducción social y  económ ica 

que le perm ite  a l cap ita l unas ganancias ex tras ,6 en  principio en  térm ino  de 

salarios no pagos.

Para d istingu ir en tre  las estra teg ias productivas de estos qu in teros, su d i­

nám ica y las diferencias p resen tes en tre  las d is tin tas  un idades productivas 

podem os observar dos elem entos: disponibilidad de tie rra  y  capacidad de 

reinversión. Desde este  recorte se pueden  considerar los procesos de: "expan­

sión", "estancam ien to", "desplazam iento", "pauperización" y "pluriactiv i- 

dad", en  los térm inos defin idos por Murmis para el agro a rg en tin o .7 Ahora 

b ien , con la crisis económ ica se encu en tra  u n  fuerte  cruce en tre  titu la rid ad  

y m ediería en  u n a  m ism a un idad. Así, el abandono de la  actividad hortícola  

por parte  de los jóvenes que buscan "changas" en  trabajos urbanos (docen­

cia, com ercio, tran sp o rte , e tc .), se increm entó  con la  presión co n stan te  de los 

ú ltim os años para regularizar la  ten en c ia  de la tie rra .

Vale señalar que u n a  d ificultad m ayor para estos productores se s itú a  en 

la  in stancia  de com ercialización. En 2001, u n  48% realizaba com ercialización 

d irecta  de la producción, ta n to  en  la q u in ta  propia, en  puestos del mercado 

-Q uilm es, B erazategui, La P lata, La M atanza, MCBA- como en  verdulerías. La 

presencia de consignatarios ronda el 52% re sta n te  e im plica para los q u in te ­

ros u n a  de las cuestiones críticas de su situación , ya que los acuerdos en  to r ­

no a los precios y  la garan tía  de cum plirlos es tá  relacionada al m anejo de in ­

form ación de las condiciones de v en ta  del consignatario .

El conflicto, organización in terna y estrategias económ icas

La resp u esta  por p a rte  de los productores an te  es ta  hom ogenización por 

p a rte  del Estado fue la  organización en  ta n to  productores ho rtíco las del PPI.

6 Ba lazot e  A. y Radovich J.C. "El conce pt o de Grupo Dom ést ico". En H. Trinchero ( com p.)  An t ro­

pología  econ óm ica  Vol. 2 . CEAL Buenos Aires. 1 9 9 2 , pp. 29 -4 3

7 Murm is, M. "El agro argent ino. Algunas consideraciones para su análisis" en Giarraca y  Cloquell 

( com ps) , Las agriculturas de l Mercosur. El pape l de los actores socia les. Edit oria l La Colm ena, 1998 .
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El reconocer las condiciones socioeconóm icas en  las que se h ab ían  desarro­

llado como h a b ita n te s  del lugar fue el prim er elem ento puesto  en com ún p a ­

ra generar los espacios de diálogo colectivo que les perm itió  elaborar e s tra ­

teg ias de acción co n ju n ta  fren te  a las dem andas del Estado. En e ste  se n ti­

do, los niveles de partic ipac ión  en  el conflicto  se lim itaron , al princip io , se­

gún  la condición de los p roductores ( titu la re s , m edieros y  ocu pan tes), ya 

que las diferencias en tre  p roductores aparecían  como posibles g aran tías de 

perm anecer en  el lugar an te  el gobierno. Cuando el reclam o del Estado dejó 

de ser la  deuda en  el pago del canon y se generalizó al uso de las tie rras , 

en tre  los qu in tero s la  partic ipac ión  tam b ién  se am plió. Las discusiones por 

las condiciones de ten en c ia  in c lu ían  tam b ién  la  form as de producción y co­

m ercialización. Así, se redefin ía  el lu gar ocupado por los p roductores en  es­

te  proceso de construcción po lítica  para  garan tiza r la  perm anencia en  el lu ­

gar y  para buscar garan tías de reproducción económ ica. F inalm ente, en  el 

m arco de la  partic ipac ión  en organizaciones m ás am plias de pequeños p ro­

ductores se fueron m ultip licando las a lte rn a tiv as  encontradas y las dem an­

das hacia el Estado. En consecuencia, los condic ionan tes para el uso de las 

tie rra s  dieron form a a u n  tipo  p articu la r de h o rticu lto r y, en  este  sen tido , 

las d isp u tas  hacia 1998 reconfiguraron las relaciones en tre  los propios p ro ­
ductores y  con el Estado.

A p a rtir  de los desalojos h as ta  2002, se suscitaron d istin tos grados de vio­

lencia por parte  del Estado con m últip les m ediaciones. El carácter com pulsi­

vo de los desalojos y  otros d istin to s a taq ues, que incluyen dos confusos ase­

sinatos a m ilitan tes de la Asociación Civil de Pequeños Productores del PPI, 

parecieron m ostrar u n a  p o stu ra  irreconciliable  del gobierno con los q u in te ­

ros. Conforme a los lineam ien tos del neoliberalism o, el Estado debía resp on­

der a los in tereses de los sectores m ás cercanos al gobierno y  más con cen tra­

dos económ icam ente. Estos podían  ser, ta n to  los in tereses del cap ita l inm o­

biliario , como los de sectores vinculados al poder m ilita r/po lic ia l o los de 

funcionarios que vieron en ese pu lm ón verde un a  en trad a  a los d istrito s más 

conflictivos del conurbano sur de la  provincia de Buenos Aires. En ese lugar, 

y  en  ese m om ento, los pequeños productores hortícolas no fueron considera­

dos como posibles h ab itan te s  de esas tie rras del Estado.

Sin negar las heterogeneidades, la  lucha social unificó a los productores 

bajo ciertos criterios de acción. En u n  proceso dinám ico abierto , desde los 

prim eros años, el "desalojo" apareció como ag lu tin an te  de experiencias h is­

tó ricas diversas y  proyección a fu tu ro , con la  modificación de p a u ta s  sociales 

y  económ icas de estos actores.

A nte la  violencia  física por p arte  del Estado, hacia 1998, fue necesario  ge­

neralizar la  búsqueda de apoyo. Así, desde las experiencias an terio res, se re ­

tom aron  parám etros que perm itieron  u n  prim er nivel de organización colec­

tiva  de los productores del PPI. La generalización del conflic to  llevó a la  n e ­

cesidad de redefin ir quiénes eran  los qu in teros, y  el elem ento  a g lu tin an te  re­
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sultó  ser el trabajo  en las qu in tas, incluyéndose así m edieros y  ocupan tes co­

mo actores presen tes. En este  proceso aparecieron espacios nuevos hacia fue­

ra del grupo m ediante  un  acercam iento a la  CTA (1998). Las experiencias de 

o tras organizaciones y las propias, im pulsaron la creación de u n a  Asociación 

de pequeños productores del PPI (1999). Así, tam bién  podían partic ipar de la  

gestación de u n  espacio nuevo de nivel nacional: la Mesa Nacional de Produc­
tores Familiares (1999). Otros actores, como por ejem plo los d istin to s proyec­

tos de ex tensió n  un iversitaria  de la UBA y UNLP, se irían  acercando a partir  

de la lucha social (Agronomía, Trabajo Social, 2000).

Hacia 2001 la organización conform aba u n a  cooperativa de com ercializa­

ción que se proyectó , por un  lado, como es tra teg ia  po lítica para defender sus 

derechos de h ab ita r y  trabajar, por o tro , como salida económ ica que perm i­

tía  saldar el principal lím ite para la p eq ueñ a  producción, el que consistían  

las vías de com ercialización. El desarrollo de las in stancias organizativas tam ­

bién  posib ilitó  a los h ab itan te s  del PPI el acceso a planes sociales ta n to  co­

mo la proyección de d istin to s em prendim ien tos productivos y de com erciali­

zación. La participación colectiva perm itió  m odificar el lugar otorgado al ase- 

soram iento técn ico , dem andando para sí u n  perfil de técnicos, en particu lar 

en el caso del program a Cambio Rural. Asimismo, se am pliaron las dem andas 

más allá de lo es tric tam en te  productivo hacia mejoras en la escuela a la que 

asistían  los hijos de productores. Se abrieron espacios de participac ión den ­

tro  de esa in stitu c ió n  involucrando a los productores en la  creación de un  ja r ­

d ín de in fan tes  para la  escuela EGB del PPI (2002).

Las d is tin ta s  in stancias organizativas perm itieron  p resen tarse  a los m iem ­

bros de la  Cooperativa de productores y  la  Asociación an te  el Estado como in ­

terlocu to res de la  población del PPI. De allí h a s ta  llegar a la  prim er exp erien ­

cia de com ercialización en  ju lio  de 2002 fue necesario  un  am plio accionar y 

reposicionam iento de las relaciones sociales den tro  y fuera del PPI.

La presen tación  colectiva an te  el Estado fue construyéndose a p a rtir  de 

d is tin tas  experiencias de d istin tos grupos de qu in teros. Algunos hab ían  co­

m enzado su experiencia de acción co n ju n ta  hacia 1995, de acuerdo a lazos de 

am istad  o cercanía para acceder a alguna in stancia  de negociación de deudas 

o con tratos. Buscaron asesoram iento legal y  productivo por m edio de la  ig le­

sia que se ubica den tro  del PPI. Los lazos de un idad y con tinu idad  en  el tiem ­

po fueron débiles, pero sen tarían  u n  preceden te .
"En e l '9 5  com ienzan a llegar las cartas de desalojo. Se rea liza  la  prim er reunión de  

quint eros en la  Capilla  Sant a  M a r í a , que luego cont inúa  en la esc

tacto con gent e de Cam bio Rural, "( quint era , 4 0  años)

"Yo tam bién pagaba, a sí que me puse un abogado, hice la denuncia  y  a h í em pecé a  

luchar hast a  ahora, después vino e l desalojo en e l '9 6  y  desde ese entonces era cam i­

nar, j isca lía , hablar, pe dir  audiencia  con e l M inist ro. Todo con unas vecinas, no había  

ninguna a socia á ón  no había  nadie, cam inábam os cada uno por  su la d o" ( quint era , 5 8  

años)

Las acciones grupales com ienzan a  repetirse , no sólo m edian te  en trev is­

ta s  con los d istin to s funcionarios sino adem ás con presen tación  de n o tas , so­
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licitudes y petito rios. Esta in ic ia tiva es u n a  prim era experiencia en  u n  grupo 

de qu in teros para quienes la  relación con el Estado es d iferen te  a la  de la  p ri­

m era generación de quinteros. Incluye productores nuevos, sea por que se in ­

corporan a la  actividad hortícola  tom ando la  dirección de la  parcela  o regre­

sando a ella.

Desde el Estado no se perdonan las deudas, pero se redujo el valor del ca­

non  a p a rtir  de la con tinu idad  de las acciones de los qu in teros. Hacia 1996, 

u n  grupo de qu in teros tom a la in ic ia tiva de proponer u n a  auto  evaluación de 

la productividad m edia de u n a  q u in ta  del PPI, para apoyar su pedido de re­

valuación del precio del canon. Sin em abrgo la resp uesta  del gobierno indica 

que:
"No resulta c o n v e n i e n t e , en esta  oportunidad, la  t asación pedida, siendo m enester pre­

viam ente la concreción de un plan  integral, regulador de las t ierras que t ienda a su pro­

tección y  razonable explotación, com o a sí tam poco la suspensión de los j u ic o s  propi­

cia dos." ( Respuesta de la Fiscalía  de Estado por  not a ) .

Aunque el Estado no reconoce la  presión, de hecho reevalúa el canon por 

debajo del valor anterior. Al mismo tiem po, generaliza la  problem ática del PPI 

al resto  de las tierras. Esta resp uesta  podría vincularse a la  acción de los 

qu in teros de buscar apoyos en  o tras in stituc io nes próxim as, como la escuela 

y  la ig lesia, que tam bién  com parten  el lugar.

La experiencia de p rop uesta  desde los qu in teros al Estado, tien e  dos re­

sultados, por un  lado se realiza la  prim er colectivización de la inform ación, 

por o tro , se procede a con tar como viven los qu in teros en el PPI. Los lugares 

com unes, abiertos al to ta l de la  población, luego serían retom ados y re iv in ­

dicados como lugares de reun ión . Si b ien  podem os decir que las prim eras 

alianzas a las que apelan  no salen de los m arcos conocidos (m aestros, aboga­

dos, cura y  asesor agrónom o), tam b ién  se in icia u n  proceso de cam bio en  ta n ­

to  la  negociación la hace u n  grupo de qu in teros que previam ente d iscu ten  su 

p ropuesta .

En es ta  e tap a , la  reiv indicación m ás visible en  las en trev istas y  tam b ién  

en  los m edios, es por el valor del canon. Pero es u n  valor discutido desde los 

qu in teros, que proponen u n  criterio  d is tin to  al del Estado.8 La e s tra teg ia  des­

plegada por parte  del Estado en  es ta  in stan c ia  parecía ser la  coerción econó­

mica y  ju ríd ica  y la  bú squeda de consenso en  térm inos de la división de los 

qu in teros de acuerdo a estas diferencias. No se explícita  u n a  acción grupal 

que d istinga en tre  m edieros y  ocupan tes pero, es im p ortan te  señalar que, 

d iscu tir el pago del canon restring ía  la  inclusión de los productores p resen ­

te s  a los que poseían con tratos.

8 Según un m odelo de cont ra t o que nos brin daron en las of icin a s de l PPI , e l canon por hectá rea  

por año era de t re scient os oche nt a  pe sos, va lor  de canon m ucho m enor que e l d iscu t id o  a n t e ­

r iorm ente, para los cont ra t os ant er iores a 19 99
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Cuando el Estado "reconoce" las diferencias

Hacia 1998, cuando se producen los desalojos, desde el gobierno se recu­

rre a la  diferenciación en tre  los qu in teros según el tipo  y los niveles de la 

producción. Dada la heterogeneidad  de los qu in teros en  el PPI, el desalojo de 

qu in tas no productivas parecía ap u n ta r  a a ten u a r la  reacción del resto  de los 

productores. Sin em bargo, la prim era reacción en tre  los quinteros fue de so­

lidaridad con sus vecinos. Vale aclarar que, desde la A dm inistración del lugar 

no se recibía a nad ie que no tu v iera  con tra to , fuera o no responsabilidad pro­

pia la existencia de los mismos.

Desde los com ienzos del conflic to  se ex tend ieron  las diferenciaciones res­

pecto a la  leg itim idad de quienes vivían en  las qu in tas y  no lograban u n  n i­

vel de producción que les perm itiera  te n e r  u n a  parte  en producción y algún 

acceso al m ercado, sea m inorista  o m ayorista . En este  sentido , la  div isión e n ­

tre  qu in teros "titu la res"  y  m edieros apareció  ligada a la partic ipac ión en las 

asam bleas para program ar estra teg ias a seguir, cuando se d iscutieron los lí­

m ites norm ativos que po stu laba el gobierno. Identificar el problem a con las 

deudas, si b ien  más agudo que en  otros m om entos, restring ía  el conflicto  a 

quienes no hab ían  logrado m antenerse , en  u n  nivel económ ico "adecuado" 

La división en tre  qu in teros ( titu la res), m edieros y  ocupantes (recien tes), 

aparecía  in ic ialm ente como leg itim a en  el con jun to  de los qu in teros.

A m edida que el conflicto se extiende y con la creación de la Asociación de 

productores, las diferencias se van disipando, sobre todo entre  los quin teros 

m enos capitalizados, los medieros y  los ocupantes recientes. La participación 

en el conflicto tiende a polarizarse en tre  quienes pueden irse del PPI y  aque­

llos que no tien en  mejor a lternativa que afrontar la  lucha por sus derechos.

La prim er in stancia  o rgan izativa que los agrupó en  u n  lugar com ún posi­

bilitó  el acercam iento de los d istin to s sectores, u n a  estra teg ia  que se re tom a­

ría a lo largo del conflic to . El mismo día de los desalojos y  en  m enos de u n  

mes los qu in teros resolverían organizar tres m ovilizaciones hacia La P lata, y 

así el encuen tro  se abre hacia otros actores por fuera del PPI. La consigna era 

el regreso de las fam ilias desalojadas y la  suspensión de los desalojos. El p ri­

m er logro es la  suspensión de los desalojos h a s ta  u n a  valuación de u n  nuevo 

canon y "la concreción de un plan integral que regule la explotación de estas  

tierras" (declaraciones de uno de los qu in teros al diario Hoy 1 0 /1 0 /9 8 ) . Así 

la acción de p ro te s ta  posib ilitó  u n  piso de confianza en tre  los qu in teros pa­

ra dejar de lado las divisiones en tre  m edieros y  titu la re s  que tom aban  como 

base de un idad  el trabajo  en  tie rras "ajenas"

El acuerdo con el gobierno provincial establecía la  suspensión de acciones 

h as ta  realizar u n  relevam iento , pero no ta rd an  en  llegar nuevam ente cédulas 

de desalojo, an tes  del plazo esperado. En es ta  e tap a  se a p u n ta  a los q u in te ­

ros más involucrados en  el conflicto . Por su  m ayor an tig üedad  en  el lugar, y 

la  pérdida que podía im plicar u n  desalojo, parecía u n a  m edida que g aran ti­

zaba la  desm ovilización. Sin em bargo, si b ien  no se produjeron nuevos e n ­
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cuen tros con el despliegue policial an terior, se quebró el acuerdo de frenar 

el proceso de desalojos. Así, se proponía desarm ar la m edida de p ro te s ta  -cor­

te s  de ru ta  y  tracto razos a La P lata- y  la  a lianza con sectores m ás co n tes ta ­

tarios como CTA-FTV. La m ovilización de qu in teros se hab ía  trasladado y t e ­

n ía con tinu idad  en  u n  sector más "visible", en cuan to  a la cercanía  de los 

pu n tos neurálgicos del lugar (sede de la  A dm inistración, cam inos Centenario 

y  Belgrano, Capilla, Escuela). Hubo u n  traspaso  que excede lo geográfico, y 

es que la  participación de los productores com enzó a m odificarse. Al tiem po 

que los desalojos ya no eran  para quienes "no producían" en sus qu in tas, si­

no que, im plicaba tam b ién  a los más prósperos, hubo u n a  participación más 

activa de m edieros y  qu in teros recientes en las in stancias colectivas. Igual­

m ente los acuerdos en tre  productores no se dieron in m ed ia tam en te  ya que 

h as ta  el m om ento no todos hab ían  recibido las cédulas de desalojo. En ese 

con tex to  uno de los sectores afianzó alianzas con el Municipio y la  Iglesia, 

confiando en que la  resolución del conflicto  era acallarlo.

En este  proceso se buscaron d iferen tes canales para hacerse escuchar, en ­

tre  audiencias con el M inisterio, recorridos por la leg isla tu ra  buscando el apo­

yo de d istin to s funcionarios, la  solidaridad con o tras organizaciones, y  la 

a lianza con otros sectores vinculados al campo o al conurbano. Se increm en­

ta ro n  d istin tas  form as de participación como asam bleas, reuniones, charlas, 

sea en  la escuela, la  ig lesia, alguna qu in ta , y  con m ayor con tinu idad  en u n a  

carpa in sta lad a  en  el centro  del PPI, ubicada en tre  los accesos al parque por 

los cam inos que se dirigen a La P lata, y  que se levan tara  como form a de pro­

te s ta  pública.

Este lugar más visible y  abierto  posib ilitó  que otros sectores que partic i­

paban tam b ién  de o tras p ro testas  y  conflic tos en  la  zona se acercaran e in ­

tercam biaran  experiencias. Así, se in iciaron lazos con sectores no agrarios 

conform ando u n  espacio de reclam os te rrito ria les .9 Se acercaron a "la ", 

docentes de la  zona, com isiones de asen tam ien tos cercanos con prob lem áti­

cas de docum entos, asociaciones de m edieros, y  o tras organizaciones de pe­

queños productores. Así, en  abril de 1999, el reclam o de los qu in teros del PPI, 

era inclu ido en  las exigencias que la  CTA p resen taba  en  la  leg isla tu ra  bonae­

rense, siendo apoyada por u n a  m anifestación  que p a rtía  de la  carpa del PPI 

h a s ta  La P lata con 1200 personas, un ificando u n a  serie de reclam os para fre­

n ar desalojos en  d istin to s  asen tam ien tos.

Las nuevas a lt ernat ivas

El acercam iento en tre  titu la re s  m edieros y  ocupan tes y  la  participación 

en  la  organización com enzó a darse de m anera más repartid a . No fue u n  pro­

9 Federación de Tierra  y  Viv ie nda  de la Cent ra l de Traba jadores Arge nt in os.
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ceso arm ónico puesto  que dadas las relaciones establecidas en tre  los d is tin ­

tos productores, la leg itim idad del trabajo  en  las tie rras como condición co­

m ún a p a rtir  de la que p lan tearse  la construcción social de un a  id en tidad  te ­

n ía  d e trás h istorias de exp lo tación  y desacuerdos. En principio, la partic ipa­

ción en  los ám bitos colectivos em pezó a abrirse a los m edieros que trab a ja ­

ban q u in tas solos. Este grupo excluía a aquellos titu la re s  que no hab itab an  

el PPI o te n ía n  otros recursos. En sí, hacia aden tro  de la organización, las di­

ferencias dejaron de ser económ icas para pasar a ser políticas, en to rno  a las 

es tra teg ias  de lucha y resistencia  para defender sus derechos. En este  se n ti­

do, hubo u n  corte  en el tipo  de conflic to  y  de qu in teros en tre  octubre de 

1998 y m arzo de 1999, que ellos id en tifican  como la  prim er carpa, y  en tre  

Abril de 1999 y noviem bre de 1999 o segunda carpa.

La evidencia de inestab ilidad  fue uno de los pu n tos de con tacto  en tre  los 

d istin to s qu in teros. Al respecto , señalaba u n  qu in tero  hijo de m edieros:
"Ya antes en e l '9 2  había  llegado una 

salojos. Prim ero pensé que iba a ser com o de da n  antes, que era tem poral o por  po lít i­

ca, pero ahora está más brava la cosa, em pezaron a apretar, antes te am enazaban pe ­

ro no te sacaban, ahora vinieron a  sacar a uno y  m ucha gente y a  t iene miedo, se van 

solos, y a  no estam os sem brando nada, para qué meterse en gastos". ( Quintero, 19  años)

Sin estab lecer alianzas excluyentes, quienes te n ía n  acceso a los funcio­

narios provinciales, m unicipales o eclesiales, apelaron a ellos para m ediar en 

el conflicto . Por su parte , u n  sector ligado a cierto  espacio grem ial, por pro­

pia h isto ria , tom ó como base para u n a  confianza m ínim a la experiencia de 

lucha, para otorgarle  así u n  lugar de m ediador, ta n to  a rep resen tan tes  gre­

m iales, como, más tarde, a un iversitarios, técn icos agropecuarios y  legislado­

res provinciales relacionados a alguno de estos sectores.

Si b ien  fue el gobierno qu ien  propuso u n  relevam iento  in teg ra l del PPI, 

nunca lo realizó. Entonces, el "estudio" se convirtió  para los qu in teros en  uno 

de los argum entos que perm itía  ganar tiem po y  experiencia. El prim er acuer­

do hab ía  sido suspender los desalojos, y  fue así que, en ju n io  de 1999, logra­

ron presionar lo sufic ien te  en  la  leg isla tu ra  bonaerense para que sancionara 

u n a  ley que prorrogara los desalojos por 180 días. La ex tensión  del conflicto , 

y  los logros ob ten idos perm itió  el acuerdo en tre  qu in teros, m edieros y  ocu­

pan tes  para  arm ar u n a  asociación que los nucleara. Los térm inos del acuerdo 

giraron en  to m o  a las necesidades de presen tarse  an te  las in stancias in s t i tu ­

cionales de negociación como u n  colectivo reconocido y  no como u n a  sum a 

de individualidades. Asimismo, im plicaba la posib ilidad de elaborar a lianzas 

sufic ien tes como para proponerse u n  relevam iento  in teg ra l propio que se cen ­

tra ra  en  los problem as específicos de los productores. Fueron los productores, 

en tonces, los que llam aron a técn icos de Cambio Rural de la  zona y  a orga­

nizaciones de productores fam iliares con experiencias d is tin tas  de organ iza­

ciones a  nivel regional y  nacional para  realizar u n  au to  relevam iento  de la  

población del PPI, su  s ituación  productiva y las d is tin ta s  ocupaciones de las 

superficies no agrícolas.
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Para esto , se realizaron reuniones por sectores sin  d istingu ir las condicio­

nes legales an terio res (sean titu la res , m edieros u  ocupantes) con el objetivo 

de relevar las problem áticas ex isten tes, no sólo en  to rn o  a la perm anencia en 

el lugar, sino en  relación con el poblam iento, las relaciones in ternas , v íncu­

lo con la organización, y  los niveles de participación . Así pudieron expresar­

se sim ilitudes y diferencias en tre  los qu in teros, desde cómo llegaron al lugar, 

los problem as que im plicaban los posibles desalojos, las lectu ras d istin tas  se­

gún la an tig üedad  de los qu in teros, la problem ática en tre  qu in teros, t i tu la ­

res u  ocupan tes y m edieros y  las postu ras respecto a la organización que h a ­

bían  logrado. Al haberse constitu ido  u n a  asociación de qu in teros en la  que 

se inclu ían  la  m ayoría, sin  d istinción  más que esta r trabajando u n a  q u in ta  

del PPI, se presen tó  la posib ilidad de ser ellos mismos quienes p lan tearan  los 

parám etros para elaborar u n  proyecto  de ley en to rn o  al "reordenam iento  del 

parque".10 En los d istin to s ám bitos de discusión se retom ó la referencia al de­

creto de expropiación a p artir  del cual se resa ltaba la  prom oción de la agri­

cultura como objetivo de las tierras que  .

Partic ipar en  el diagnóstico am plió los objetivos de frenar los desalojos y 

puso en  discusión el vínculo en tre  los qu in teros, los m edieros y  los ocu pan­

tes. La discusión perm itía  reconocer a los otros y  a sí mismos, con tar con las 
verdades particulares sobre los modos de vida. Así, se pusieron en  com ún pro­

blem áticas productivas, educativas, legales, y  la  participac ión se fue am plian­

do. Por la  dinám ica del trabajo  o por la  experiencia previa, la  participación 

fam iliar fue am plia. En los lugares m ás exigen tes de la  Asociación, por expo­

sición pública y  por las ta reas  vinculadas con el fortalecim iento  de los lazos 

de p erten encia  a la m ism a, ocuparon u n  lugar cen tra l las m ujeres y  los jó v e­

nes. También, a p a rtir  del reconocim iento de las problem áticas com unes en  

to rno  al trabajo , la  producción, la  salud y  la educación, se fueron generando 

m arcos de acuerdos en tre  los sectores y  en tre  los qu in teros que perm itirían  

proyectos com unes a fu tu ro .

A modo de cierre

D istinguir posibles variaciones en  to rno  a la  e s tru c tu ra  socioeconóm ica 

donde se ubica PPI, nos perm ite  u n a  caracterización de estos productores. Al 

considerar los d istin to s sectores in teresados en ella -q u in te ro s , gobierno o 

inversores privados- estam os indicando las presiones a las que se exponía a 

quienes trab a jan  las tie rras. Así, la  búsqueda de consenso por p arte  del Esta­

10 En cada  pu blica ción  o en t revist a  a los funciona r ios de l Est ado provincia l aparecía  un apartado 

refer ido a un "  P r o y e c to  de recuperación", resalta ndo que e l PPI  es parte  de un "pulmón 

del norte p l a t e n s e " , que debe retom ar las t ie rras que fueron "cedidas a terceros o directamente 

usurpadas" ,  Vé ase e l d ia r io p la t ense  El Día de las fechas: 2 1 / 1 1 / 9 8 , 2 8 / 1 1 / 9 8 , 1 6 / 3 / 9 9 , 

1 7 / 3 / 9 9 , 2 3 / 4 / 9 9 , 1 2 / 3 / 0 0 , 1 7 / 4 / 0 1 , 1 / 6 / 0 1 , 6 / 6 / 01
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do para prom over un a  resolución del conflicto  encontró  en  los qu in teros más 

organizados u n a  respuesta  activa sobre la conform ación de objetivos com u­

nes: la  tie rra  para quien la  trabaja , u n  desarrollo económ ico de la  zona con 

alcances sociales d istin tos a la  bú squeda del lucro indiv idual y  a expensas de 

la exp lo tación  de otros.

Dada la discusión sobre el uso de las tie rras y  la relación con la  Ciudad de 

La P lata, los qu in teros fueron construyendo su legitim idad en ta n to  poblado­

res del PPI apelando a la construcción de consenso por den tro  y fuera del lu ­

gar. A p a rtir  del año 2001 se estab lecieron d istin to s em prendim ientos con 

grem ios y  com edores de la Ciudad de La P lata que m otorizaron el in icial fu n ­

cionam ien to  de la cooperativa de com ercialización. La organización para la  

p ro te s ta  sen tó  las bases para la  elaboración de form as de organización pro­

ductiva y lazos de solidaridad in tercam biando insum os y  experiencias.

H asta llegar a es ta  in stancia  se hab ían  llevado adelan te  dos tipos de tra ­

bajos sociales. Por u n  lado, hacia den tro  del PPI m ediante  d is tin tas  in s ta n ­

cias de diálogo, desarrollándose, a p a rtir  de u n  año de trabajos de relevam ien- 

to  con los d istin to s sectores de qu in teros, U niversidades, INTA, y Organiza­

ciones de Productores Fam iliares, cursos de capacitación agraria , organizacio- 

na l y  legal para los in teg ran tes  de la asociación de pequeños productores del 

Parque. Por o tro  lado, estas in stancias in te rn as  perm itieron crear el marco n e ­

cesario  para p lan tearse  u n a  e s tra teg ia  hacia fuera, para ejercer la  presión n e­

cesaria que les perm itiera  segu ir m anten ién do se  en  el Parque Pereyra Iraola 

a pesar de las condiciones de ilegalidad respecto a la  ten en c ia  de la  tie rra , 

pero con u n  cada vez más fu erte  m arco de legitim idad para ello.
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